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5.- 
RÉGIMEN JURIDICO DEL SUELO URBANIZABLE

5.1. - 
LEGISLACIÓN ESTATAL: Condiciones básicas

“En la legislación autonómica posterior a la LrS98, se establece una definición residual del suelo urbanizable en perfecta consonancia con el espíritu y la letra de la citada legislación estatal.”
 Ello supone que, todo suelo que no haya sido expresamente clasificado como Suelo Urbano o Suelo No Urbanizable tendrá la consideración de suelo urbanizable. (art.10 LrS98)

Los propietarios de terrenos clasificados como suelo urbanizable, según el artículo 15 LrS98, tienen dos derechos fundamentales:

a) El derecho a usar, disfrutar y disponer de los terrenos de su propiedad conforme a la naturaleza rústica de los mismos, mientras no se produzca su transformación física.


b) El derecho a promover su transformación instando de la Administración la aprobación del correspondiente planeamiento de desarrollo, de conformidad con lo que establezca la legislación urbanística.

De acuerdo con el art.18 LrS98, los deberes que han de cumplimentar los propietarios del suelo urbanizable son casi idénticos a los de los propietarios de suelo urbano a desarrollar mediante ámbitos específicamente delimitados para la ejecución:

1. Ceder obligatoria y gratuitamente a la Administración todo el suelo necesario para los viales, espacios libres, zonas verdes y dotaciones públicas de carácter local al servicio del ámbito de desarrollo en el que sus terrenos resulten incluidos.

2. Ceder obligatoria y gratuitamente el suelo necesario para la ejecución de los sistemas generales que el planeamiento general, en su caso, incluya o adscriba al ámbito correspondiente.

3. Costear y, en su caso, ejecutar las infraestructuras de conexión con los sistemas generales exteriores a la actuación y, en su caso, las obras necesarias para la ampliación o refuerzo de dichos sistemas requeridos por la dimensión y densidad de la misma y las intensidades de uso que ésta genere, de conformidad con los requisitos y condiciones que establezca el planeamiento general. 

4. Ceder obligatoria y gratuitamente a la Administración actuante el suelo correspondiente al 10 % del aprovechamiento del sector o ámbito correspondiente; este porcentaje, que tiene carácter de máximo, podrá ser reducido por la legislación urbanística. Asimismo, esta legislación podrá reducir la participación de la Administración actuante en las cargas de urbanización que correspondan a dicho suelo.

5. Proceder a la distribución equitativa de los beneficios y cargas derivados del planteamiento, con anterioridad al inicio de la ejecución material del mismo.

6. Costear o ejecutar la urbanización del sector o ámbito correspondiente.

7. Edificar los solares en el plazo que, en su caso, establezca el planeamiento.

5.2.- 
DESARROLLO AUTONÓMICO

5.2.1.-
Concepción del Suelo Urbanizable según las distintas legislaciones autonómicas

Una gran mayoría de las leyes autonómicas definen esta clase de suelo de una forma residual, entendida como, “constituirán el suelo urbanizable los terrenos que no tengan reconocido por el planeamiento la condición de suelo urbano o de suelo no urbanizable” , sirva de ejemplo Ley de Murcia (art.66.1), además

Art.22 de la Ley de La Rioja, art.28.1 de la Ley del Principado de Asturias, art.13 de la Ley de Castilla-León, art.26 de la Ley de Aragón y la citada Ley de Murcia en su artículo 66.1.

Mientras hay otras que establecen una definición conceptual de la misma

Art.10.1 de la Ley de Extremadura, art.8.1 de la Ley de Navarra, art.10 de la Ley Valenciana, art.67 de la Ley de Galicia y los arts.52.1 de la Ley de Canarias y 46.1 de la Ley de Castilla-La Mancha que definen de igual manera al suelo urbanizable. Art.33.1 Cataluña.

Finalmente, son las menos las que lo conceptúan de forma combinada, definición residual más una complementaria como en,

Art.15.1 de la Ley de Madrid, art.103 de la Ley de Cantabria 

Es de destacar que la Ley de Navarra incluye dentro de la clasificación de suelo urbanizable “...aquellos terrenos que con anterioridad hubieran sido clasificados o pudieran considerarse como urbanos, cuando el nuevo planeamiento prevea para ellos una ordenación urbanística sustancialmente diferente de la precedente y requieran obras de urbanización en más de un 50% de la superficie del sector respecto a la situación preexistente” (art.8.1)

5.2.2.-
Régimen pormenorizado en la legislación autonómica

En el marco de las condiciones básicas diseñadas por la LrS98, la legislación autonómica ha perfilado de modo más acabado, como le es propio, el régimen de derechos y deberes del propietario de terrenos clasificados como suelo urbanizable.

En una primera aproximación, se puede apreciar una cierta diversidad en el desarrollo del suelo urbanizable en las Comunidades Autónomas. Así, hay legislaciones autonómicas donde:

· serían subsumibles tres categorías. El suelo urbanizable delimitado ordenado y suelo delimitado sin ordenación, y el suelo urbanizable no delimitado, (Castilla y León, Canarias y Madrid)

· mientras en otras, se distinguen dos categorías. El suelo urbanizable delimitado o sectorizado y el suelo urbanizable no delimitado o no sectorizado (Navarra, Valencia, Castilla La Mancha, La Rioja, Aragón, Murcia, Cantabria, Extremadura, Asturias y Cataluña)

· se opta por una sola categoría de suelo urbanizable en su propia legislación      (Galicia).

5.3.3.-
Categorización de suelo urbanizable

Encontramos el propietario de suelo urbanizable delimitado o sectorizado ya ordenado, propietario de suelo urbanizable delimitado o sectorizado no ordenado y propietario de suelo urbanizable no delimitado o no sectorizado. A cada uno de las tres hipótesis, le es aplicable un estatuto jurídico diverso.

5.3.3.1.- Suelo Urbanizable Delimitado o Sectorizado y ya Ordenado

“El propietario de suelo urbanizable delimitado o sectorizado y ya ordenado se equipara en derechos al propietario de suelo urbano no consolidado, con la particularidad de que el aprovechamiento urbanístico que le corresponde es aquí en todo caso el resultante de aplicar a sus terrenos el 90% del aprovechamiento medio del sector”.
 (en la Ley de Madrid, 90% del aprovechamiento urbanístico total del sector, art.39). (arts.19.2 Castilla y León, 71.2) de Canarias y 21 y 23 Madrid)

“Es de señalar que el PGOU puede, efectivamente, establecer determinaciones de ordenación detallada en sectores de suelo urbanizable delimitado o sectorizado arts.42.2 Castilla y león, 32.2 b) Canarias y que en esa misma categoría de suelo en todo caso ha de establecer una serie de determinaciones de ordenación general, tales como aprovechamiento medio máximo, densidad máxima, usos predominantes, compatibles y prohibidos, o dotaciones públicas incluidas arts.41.e Castilla y León, 32.2 b) 1 Canarias y 42.5 Madrid. En tal hipótesis, el proceso de ejecución material y jurídica del planeamiento puede empezar a partir de la aprobación de aquel Plan General, que será, así, el instrumento de planeamiento más preciso para esa subcategoría de suelo urbanizable”. 

“En lo ateniente a los deberes, en Castilla y León, Canarias y Madrid los propietarios tendrán la obligación de cumplir los mismos deberes  que los de un propietario de suelo urbano no consolidado, además de los siguientes:” (artículos 20.2 Castilla y León,  71.3 Canarias y 21.1 y 23.1 Madrid) 

a) “El deber de cesión se entiende cumplido con la aprobación del proyecto equidistributivo (reparcelatorio) pertinente donde se señalen los terrenos que el planeamiento urbanístico reserve para dotaciones urbanísticas públicas, así como los terrenos aptos para materializar el aprovechamiento que exceda del que corresponda a los propietarios, e igualmente los terrenos necesarios para la conexión del sector con los sistemas generales existentes, y para las obras de refuerzo o ampliación de éstos que sean precisas para asegurar su correcto funcionamiento”.

b) “El deber de urbanización se entiende cumplido con la recepción por el Ayuntamiento, sin contrapartida económica alguna, de la totalidad de las obras de urbanización previstas en el planeamiento urbanístico, así como de las necesarias para la conexión del sector con los sistemas generales existentes, e igualmente las de refuerzo o ampliación de éstos que sean precisas para asegurar su correcto funcionamiento, en función de las características del sector y de las condiciones que al efecto establezca el planeamiento urbanístico”.

En la legislación canaria,  además, de los deberes de los párrafos a) y b) (señalados con anterioridad), se establece el deber de ceder obligatoria y gratuitamente al Ayuntamiento, en parcelas urbanizadas, como participación de la comunidad de plusvalías, la superficie de suelo precisa para materializar el 10% del aprovechamiento del sector, así como dedicar el 20% del suelo residencial útil a un destino prioritario de edificación de viviendas sujetas a régimen de protección pública.

Mientras no se concluyan las obras de urbanización previstas en el correspondiente proyecto de urbanización, no podrán realizarse en el suelo urbanizable ordenado otros actos edificatorios o de implantación de usos que las obras provisionales y las correspondientes a sistemas generales. (art.71.1)

 
En la Ley canaria, los propietarios de suelo urbanizable ordenado, además de seguir los deberes establecidos en el artículo 18.2 de la Lrs98, deberán conservar y, en su caso rehabilitar la edificación a fin de que ésta mantenga en todo momento las condiciones mínimas requeridas para el otorgamiento de autorización para su ocupación, siempre que el importe de las obras a realizar no supere el 50% del valor de una construcción de nueva planta, con similares características. (art.71.3)

5.3.3.2.- Suelo Urbanizable Delimitado o Sectorizado no Ordenado

“El propietario de suelo urbanizable delimitado o sectorizado no ordenado, tiene los derechos de explotar el terreno con arreglo a su potencialidad natural y, excepcionalmente, de obtener autorizaciones provisionales para usos no prohibidos en el planeamiento,
 además, lógicamente, del derecho de promover la urbanización, presentando al Ayuntamiento un instrumento de planeamiento de desarrollo que establezca la ordenación detallada del sector, cuya aprobación le asimilará al propietario de la categoría de suelo anterior.”

Artículos 24.1 Rioja 30, 28.1 y 30.2 Aragón, 19.3 y 20.2 Castilla y león, 68 a) y 70 Canarias, 51.1 de Castilla-La Mancha, 105.1 y 3 y 107 de Cantabria, 53 de Cataluña. 

El instrumento de planeamiento de desarrollo cumple aquí el cometido tradicional de los Planes Parciales de Ordenación, 

artículos 73 Rioja, 45 Aragón, 46.1 Castilla y León, 26.1 Castilla-La Mancha, partiendo de y respetando la regulación genérica esbozada en el nivel del planeamiento superior arts.59 Rioja, 37 Aragón, 41.e y 44.2e Castilla y León, 35.1 de Canarias, 55.1 de Cantabria, 33.4 y 44.1 b) 2º Cataluña.

NAVARRA

En esta Legislación autonómica el suelo urbanizable es categorizado como programado, constituido por aquel cuyo planeamiento de ordenación del sector correspondiente deba ser aprobado en el plazo previsto o esté ya contenido en el propio Plan Municipal (art.8.2 a). El artículo 14.2 de la legislación de Navarra es trascripción de los deberes a cumplir recogidos en el art.18 de la LrS98.

El propietario tendrá un aprovechamiento susceptible de apropiación del 90% del aprovechamiento definido por el planeamiento, que adquirirá en un plazo máximo de cuatro años contados desde que se hubiese adquirido el derecho a urbanizar, si el planeamiento no lo previera (art.14.1 Ley Foral 10/1994) y art13.3 Ley Foral 24/1998).


En supuestos justificados de interés general, y con carácter excepcional, las entidades locales podrán otorgar licencias de edificación para la implantación directa de industrias o actividades terciarias, sin necesidad de esperar a la aprobación definitiva de los instrumentos de gestión o del Proyecto de Urbanización. (art.19.1)

LA Rioja
El Suelo urbanizable sectorizado, requiere para ser urbanizado de la aprobación del correspondiente Plan Parcial . 

Mientras, sólo podrán realizarse en ellos obras o instalaciones que vayan a ejecutarse mediante la redacción de planes especiales y las de carácter provisional. (ya indicado) (art.24.1) 

Se establece un distinto porcentaje de cesiones de suelo no lucrativo, en las siguientes obligaciones recogidas en el artículo 24, en función del número de habitantes de cada municipio, así:

1) En el deber de ceder gratuita y obligatoriamente, el porcentaje de terrenos destinados a dotaciones, zonas verdes y espacios libres de espacios y dominio publico, será como mínimo:

· Municipios mayores de 25000 habitantes: se cederá el 25% de la superficie total ordenada. La superficie destinada a zonas verdes y espacios libres de uso y dominio público, no podrá ser en ningún caso inferior al 110% de la superficie total ordenada.

· Municipios con población comprendida entre 1000 y 25000 habitantes, se cederá el 15% de la superficie total ordenada.

· Municipios menores de 1000 habitantes, se cederá el 10% de la superficie total ordenada.

2) Ceder, obligatoria y gratuitamente al Ayuntamiento en municipios mayores de 25000 habitantes, los terrenos necesarios para ubicar el 10% del aprovechamiento medio del sector ya urbanizados (como en el caso del suelo urbano no consolidado).


En municipios con población comprendida entre 1000 y 25000 habitantes, dicho porcentaje podrá ser reducido hasta el 5%, previa autorización de la Comisión de Ordenación del Territorio y Urbanismo de la Rioja.


En municipios con población inferior a 1000 habitantes, el porcentaje de cesión será el 5%. (art.24.2)

Y se deberá cumplir los restantes deberes del artículo 18 de la LrS98, que se encuentran recogidos en la presente Ley autonómica, a excepción de “el deber de costear y, en su caso ejecutar las infraestructuras de conexión con los sistemas generales exteriores a la actuación y, en su caso, las obras necesarias para la ampliación o refuerzo de dichos sistemas”, deber éste, que es reservado a propietarios de suelo urbanizable no delimitado. (art.18.3 LrS98)

ARAGÓN

Suelo urbanizable delimitado, son considerados los sectores de urbanización prioritaria por considerarse necesaria su transformación e incorporación a la ciudad, a través de su urbanización, para garantizar un desarrollo urbano racional. (art.27.2 Ley 5/1999 y art.24 Decreto 52/2002)

El Plan General establecerá las condiciones para el desarrollo del suelo urbanizable delimitado. Además, en tanto no se haya aprobado la correspondiente ordenación detallada que permita su urbanización, sólo podrán autorizarse usos y obras de carácter provisional (art.30.1 y 2 Ley 5/1999)

Los propietarios tienen las mismas obligaciones que las establecidas  para los propietarios de suelo urbano no consolidado, con la salvedad de que la cesión gratuita al Municipio se referirá al 10% del aprovechamiento medio del suelo urbanizable delimitado o, tratándose de suelo urbanizable no delimitado, del sector. La cesión no comportará ninguna obligación municipal de participar en los costes de urbanización. (art.29)

CASTILLA LEÓN

Los propietarios de suelo urbanizable delimitado sin ordenación, tendrán derecho a promover la urbanización de sus terrenos, con la presentación de un Plan Parcial con la correspondiente ordenación detallada del sector. Mientras no se apruebe el citado Plan, sólo se podrá usar, disfrutar y disponer de sus terrenos conforme a su naturaleza rústica. (art.19.3)

La Ley castellano-leonesa también establece una serie de deberes que tendrán que cumplir los propietarios de suelo urbanizable sin ordenación y que es similar al establecido para propietarios de suelo urbanizable no consolidado. Los deberes de urbanización y cesión se extenderán también a los gastos y terrenos necesarios para la conexión del sector con los sistemas generales existentes, así como para su ampliación y refuerzo (art.20.2).

CANARIAS

Los propietarios de suelo urbanizable no ordenado, tendrá los derechos propios del suelo rústico de protección territorial, mientras no sea objeto de ordenación pormenorizada que legitime la actividad de ejecución. Esto implica el derecho a que se determine su ordenación pormenorizada, pudiendo formular e instar a la tramitación y aprobación del pertinente Plan Parcial. (art.70)

Murcia
La Ley de Murcia permite una especialidad de suelo urbanizable para aquellos terrenos específicos, incluidos los de la Huerta tradicional de la Región de Murcia, con peculiares características de asentamientos existentes, con urbanización parcial y especial entorno ambiental, que tendrán el régimen legalmente previsto para su protección ambiental. (66.2)

Tendrá la condición de suelo urbanizable sectorizado el integrado por los terrenos que así se delimiten para su urbanización, según el modelo y estrategia de desarrollo de planeamiento. (66.3)

En principio se establecen los derechos del suelo urbanizable sectorizado, que resultan ser los mismos que los del suelo urbanizable no sectorizado) y que son trascripción del artículo 15.1 de la LrS98. (art.78.1)

En el suelo urbanizable sectorizado, se indica que para promover su transformación urbanística, bastará con la presentación ante el ayuntamiento del correspondiente Plan Parcial, o, en su caso, Especial. (art.78.2)

En tanto no se apruebe el correspondiente planeamiento de desarrollo, los propietarios de suelo urbanizable deberán respetar las incompatibilidades de uso señaladas en el Plan General Municipal de Ordenación. (art.79.1)

En el suelo urbanizable sectorizado, cuyo desarrollo prevea el Plan General por iniciativa privada, los propietarios deberán, además, formular el planeamiento de desarrollo en los plazos que en su caso se establezcan. (art.79.2)

El artículo 80 de la presente ley recoge los deberes establecidos en el artículo 18 de la LrS98. Se debe indicar que, el Ayuntamiento  asumirá las cargas de urbanización correspondientes al 10% del aprovechamiento del sector cedido por los propietarios, salvo en el caso donde concurran planes de iniciativa particular, en que corresponde al urbanizador.

El suelo urbanizable sectorizado necesita del planeamiento de desarrollo para la realización de obras o instalaciones, salvo los sistemas generales que pueden ejecutarse mediante Planes Especiales (art.82).

CANTABRIA

Tendrán la consideración de suelo urbanizable delimitado los terrenos que el Plan General así defina por considerarlos motivadamente de urbanización prioritaria para garantizar el desarrollo urbano racional.

El Plan General establecerá las concretas condiciones de ejecución en este tipo de suelo, que será dividido en uno o varios sectores a efectos de su urbanización. (art.104.1)

Salvo que el Plan General hubiera adelantado las determinaciones y condiciones propias del Plan Parcial, los terrenos clasificados como suelo urbanizable estarán sujetos a la limitación de no poder ser urbanizados hasta que se apruebe el correspondiente Plan Parcial que regule y establezca las condiciones de urbanización y de su posterior edificación una vez cumplidos una serie de deberes del artículo 106.

Mientras no se aprueba el Plan Parcial se aplicará para este tipo de suelo el régimen establecido para suelo rústico de protección ordinaria, con la excepción de las viviendas unifamiliares a que hace referencia éste régimen de suelo rústico y que sólo son permitidas en el suelo urbanizable residual (art.105.2). Y podrán autorizarse excepcionalmente usos y obras de carácter provisional. (art.107)

Para la ejecución del planeamiento de desarrollo y consolidar el derecho a edificar los propietarios de terrenos en suelo urbanizable tendrán los mismos deberes que para los propietarios de suelo urbano no consolidado. (art. 106 párrafo 1)

Madrid

Los propietarios de suelo urbanizable sectorizado que carezcan de ordenación pormenorizada tendrán los mismos derechos y deberes que los establecidos para el suelo urbano no consolidado del artículo 18 de la ley de Madrid (ya indicados en el presente trabajo). Cumplidos éstos, los terrenos de esta clase pasarán a tener la condición de suelo urbano consolidado, desde la recepción de las correspondientes obras de urbanización. (art.21)


Sin embargo, hay que matizar una diferencia respecto al deber de ceder obligatoria y gratuitamente el suelo reservado para las redes de infraestructuras, equipamientos y servicios públicos generales y locales. En el suelo urbanizable, al igual que en el suelo urbano no consolidado, las cesiones se referirán como hemos dicho a infraestructuras, equipamientos y servicios públicos generales y locales, pero como anexo en el suelo urbanizable se deberán realizar cesiones para infraestructuras supramunicipales. (art.91.2) 

Además, en el suelo urbanizable sectorizado será también de aplicación el mismo régimen autonómico que se establece para el suelo urbano no consolidado, en función de si se encuentra establecida o no la ordenación pormenorizada.
 (art.23.1)

Extremadura

Los propietarios de suelo urbanizable tendrán derecho a:

-  “la realización de los actos precisos para la utilización y explotación agrícola, ganadera, forestal, cinegética o análoga, conforme a su naturaleza...no supondrán ni tendrán como consecuencia la transformación del destino del suelo, y permitirá la preservación...” (art.13.2 a).

· “Obtener autorización para la realización de obras y el desarrollo de usos con carácter provisional y a reserva de la demolición y el cese, respectivamente, requerimiento municipal y sin indemnización (art.13.3 b).

· A formular consulta al Municipio (art. 13.3 c).

· Presentar el Programa de Ejecución, participar en la actividad de ejecución (art.13.3 d y f).

· A competir, en la forma determinada en esta Ley y con el régimen preferencial en ella establecido, por la adjudicación de la urbanización, cuando la Administración hubiese optado por la gestión indirecta y fijado el sistema de concertación (art.13.3 e).

· A percibir el correspondiente justiprecio cuando la Administración actuante hubiera adoptado para la actividad de ejecución la forma de gestión directa y fijado el sistema de expropiación o, en todo caso, cuando voluntariamente y antes de la aprobación del Programa de Ejecución, hubieran renunciado a intervenir en el desarrollo urbanístico”. (art 13.3 g)

Los propietarios de suelo urbanizable deberán, además de cumplir con los deberes que establece el artículo 18 de la LrS98 que son recogidos en el art.14.1.2 de la Ley de Extremadura, con el deber de:

 “Conservar y en su caso rehabilitar la edificación a fin de que ésta mantenga en todo momento las condiciones mínimas requeridas para el otorgamiento de autorización para su ocupación”. (art.14.1.2 c). 


Con la aprobación del correspondiente Programa de Ejecución  se inician unos derechos y obligaciones ya existentes, entre los que destacamos: (art.31.1)

· la distribución justa de los beneficios y cargas entre los propietarios y el cumplimiento de los deberes que se acaban de citar, entre otros de carácter general (art.14)

· derecho de los propietarios al aprovechamiento urbanístico resultante de la aplicación a la superficie de sus fincas originarias respectivas del 90% del aprovechamiento medio del área de reparto correspondiente.

· cesión de terrenos a la Administración, entre otros de:

La superficie de suelo libre de cargas de urbanización precisa para materializar el 10% del aprovechamiento del sector que corresponde a la Administración. (art.31.2 b)

Asturias

Una vez aprobado el Plan Parcial, los propietarios tendrán una serie de deberes que se ajustan a los regulados en el articulo 18 de la LrS98 (art.34). Pero además se indica que:

- el deber de costear y ejecutar las infraestructuras de conexión con los sistemas generales exteriores a la actuación, no podrá repercutirse a los propietarios de suelo urbanizable la totalidad, si las obras e instalaciones benefician a un ámbito territorial mayor que el correspondiente sector de suelo urbanizable en transformación, si bien su concreción se pospone al desarrollo reglamentario de la Ley. (art.34 c)


- Los propietarios tendrán que contribuir a los costes de urbanización de los terrenos correspondientes al 10% del aprovechamiento del sector o ámbito correspondiente (art.34.2).

CATALUÑA

La Ley catalana en sus artículos 44 y 45 indica los deberes de los propietarios de suelo urbanizable delimitado y que resultan ser los mismos deberes que los establecidos en el artículo 18 LrS98.

Con respecto a los derechos, además de los derechos recogidos para esta clase de suelo en la legislación aplicable en materia de régimen de suelo y de valoraciones (art.38.1 Ley catalana), los propietarios tienen derecho al 90% del aprovechamiento urbanístico del sector. (art.40.2)

Merecen  especial atención la Ley de Valencia, Castilla La Mancha, dado lo especial  estrategia de gestión asumida, que gira en torno al “agente urbanizador”y la Ley de Galicia dado que sólo establece una categoría de suelo urbanizable.

Comunidad Valenciana

La clasificación como suelo urbanizable de unos terrenos supone la mera aptitud de los terrenos para su urbanización, previa programación de los mismos. Ésta transformación del suelo urbanizable supone someterlos al régimen de ejecución de Actuaciones Integradas. Los terrenos en que éstas estén previstas por el planeamiento tendrán la consideración de suelo urbanizable (art.9.1). Hasta que se apruebe el programa para el desarrollo de la correspondiente Actuación Integrada, quedarán sujetos al régimen de suelo urbanizable no programado. (art.10)

Suelo urbanizable de transformación asegurada, es el suelo ya programado para el que ya se ha aprobado el Programa de desarrollo de Actuación Integral. El régimen de derechos y obligaciones de los propietarios guarda, en este caso, perfecta correspondencia con el del suelo urbanizable del 27.2 LrS98.

El propietario del terreno, una vez aprobado el Programa,  bajo el régimen de gestión pública (art.7.2), procede el desarrollo efectivo de la transformación urbanística del suelo. 

“Los deberes del propietario en proceso de urbanización-edificación (transformación urbanística) son los genéricamente enunciados en el art.18 del Texto Refundido del 92. Su concreción en la legislación autonómica presenta diversas peculiaridades de índole técnica.”

1)” Equidistribución: la Ley acuña su propia terminología.

2) Costeamiento de la urbanización: Esta obligación se concreta en la retribución al Urbanizador que incluye conceptos como el beneficio del urbanizador  distintos a los del Texto Refundido del 92 (art.30 y 67 de la Ley valenciana) y expresivos del derecho del agente urbanizador a participar en las plusvalías generadas por su propia actividad.” 

a) Son cargas de la urbanización que todos los propietarios deben retribuir en común al urbanizador (art.67.1):

· el coste de obras, proyectos e indemnizaciones

· en su caso, las inversiones como afectar fincas a la construcción con fines sociales, etc.

· Las obras de rehabilitación de edificios o elementos constructivos impuestas por el programa, sin perjuicio del derecho al reintegro, con cargo a los propietarios de aquellos, de la parte del coste imputable al contenido del deber normal de conservación

· El beneficio empresarial del urbanizador por la promoción de la actuación y los gastos de gestión de ella.

b) “Los gastos generados por la recaudación ejecutiva de las cuotas de urbanización o derivados de la rescisión de cualesquiera derechos, contratos u obligaciones que graven las fincas o disminuyan su valor en venta, serán soportados por sus correspondientes propietarios.”

3) “Cesión para dotaciones públicas: son de cesión gratuita todos los terrenos con ese destino (art.30 y 62). Si el Plan lo establece también serán de cesión los demás terrenos dotacionales (arts.63.2b, 64.3 y 4, 75.2b y 76) en todo o en parte, siempre en proporciones igualitarias (art.64.4) o según aprovechamientos tipo igualitarios por zonas (art.64.3).”

4) “Cesión de aprovechamientos: Esta obligación legal se cumple de modo conjunto con la anterior según la técnica del “excedente de aprovechamiento” que unifica en un solo concepto todas las cesiones obligatorias. Incluso de modo conjunto con el deber de sufragar la urbanización, cuando en las Actuaciones Integradas la “retribución” al Urbanizador se concrete en terrenos.”

CASTILLA-LA MANCHA

Los propietarios de suelo urbanizable tendrán derecho a :


- Competir por la adjudicación en régimen de gestión indirecta de la actuación. (art.50.1.3 a)

-Participar, en unión forzosa con los restantes propietarios afectados y en la forma y condiciones determinados en esta Ley, en la gestión indirecta de la actuación. (art.50.1.3 b)

- Ceder voluntariamente por su valor o percibir, en el caso de no participar en la ejecución de la urbanización, el correspondiente justiprecio. (art.50.1.3 c)

Para la adquisición de los derechos indicados, es necesario que los propietarios de suelo urbanizable cumplan con los deberes establecidos en el art.18 de la LrS98 y que son recogidos en el art.51.1.2)  de ésta ley autonómica. Pero, además el art.51.1.2) establece el deber de:

“Conservar y, en su caso, rehabilitar la edificación a fin de que ésta mantenga en todo momento las condiciones mínimas requeridas para el otorgamiento de autorización para su ocupación, siempre que el importe de las obras a realizar no supere la mitad del valor de una construcción de nueva planta”.

Con la aprobación por la Administración del correspondiente Programa de Actuación Urbanizadora se inicia: (art.68)

· La identificación del ámbito espacial concreto que delimita la actuación y la vinculación legal de los terrenos

· La afectación legal de los terrenos al cumplimiento de la distribución justa de los beneficios y cargas entre los propietarios

· Las cesiones de terrenos destinados a dotaciones públicas y patrimonios públicos del suelo comprenden:

1)   
La superficie total de los viales, parques y jardines públicos, zonas deportivas y de recreo y expansión públicos, equipamientos culturales y docentes públicos y los precisos para la instalación y el funcionamiento de los restantes servicios públicos previstos.

2)  
La superficie de suelo urbanizado con aprovechamiento lucrativo, capaz para materializar el 10% del aprovechamiento tipo del área de reparto.

3) 
La superficie de suelo con aprovechamiento lucrativo que corresponde a la diferencia entre el aprovechamiento del sector y el aprovechamiento tipo del área de reparto en la que se integra.

- 
El derecho de los propietarios al aprovechamiento urbanístico resultante de la aplicación a la superficie de sus fincas respectivas del 90 % del aprovechamiento tipo del área de reparto y la posibilidad del ejercicio de los derechos en el artículo 50.

· La afectación legal de los terrenos obtenidos por la Administración Municipal en virtud de cesión obligatoria y gratuita por cualquier concepto a los destinos previstos por  el planeamiento territorial y urbanístico.

GALICIA

La Ley gallega regula una única categoría de suelo urbanizable que se corresponde con el del ámbito del sector delimitado. El resto del suelo urbanizable no comprendido en sectores deberá entenderse por el Plan como suelo rústico.

Se establece que constituirán el suelo urbanizable los terrenos que el plan general de ordenación municipal o las normas provinciales de planeamiento incorporen al proceso de desarrollo urbano en consecuencia con las actuaciones públicas programadas o privadas concertadas. (art.67)

El suelo urbanizable,  estará sujeto a la aprobación del correspondiente plan parcial, para poder ser urbanizado. Entre tanto, no podrán realizarse en él obras o instalaciones, salvo las que vayan a ejecutarse mediante la redacción de planes especiales parta obras de infraestructura y las de carácter provisional. (art.72.1)

Los propietarios deberán de cumplir los deberes que son los mismos que los articulados en el artículo 18 de la LrS98 (art.72.2). Aunque se debe indicar que el deber de “costear y, en su caso ejecutar las infraestructuras de conexión con los sistemas generales exteriores a la actuación y, en su caso, las obras necesarias para la ampliación o refuerzo de dichos sistemas...” recogido en el art.18.3 de la LrS98, no se establece en la Ley de Galicia.

5.3.3.3 Suelo Urbanizable no Delimitado o no Sectorizado

“El propietario de suelo urbanizable no delimitado o no sectorizado, se equipara virtualmente en derechos y deberes al de suelo rústico o no urbanizable, ya que no se prevé en esta categoría de suelo ni siquiera la posibilidad de usos provisionales, si bien se le añade en general, en consonancia con la Ley estatal, el derecho a promover la urbanización de sus terrenos, presentado al Ayuntamiento un instrumento de planeamiento de desarrollo que establezca la ordenación detallada del sector (arts 24.1.2 Rioja, 31 Aragón, 19.4 y 20.3 Castilla y León, 8.2 b, 45.1 y 11 c de Navarra, 15 y 45 de Valencia, 105.2 y 3 de Cantabria, art.24.1 párrafo 2 de la Rioja). Aprobado ese instrumento, este propietario es dotado del mismo estatuto que el del suelo urbanizable ya ordenado (derechos y deberes). 

Ahora bien, en suelo urbanizable no delimitado, el PGOU se habrá limitado a definir condiciones para la aprobación de este tipo de Planes, indicando criterios para delimitar sectores, regular sus parámetros y determinar los sistemas generales y otras dotaciones, incluida la conexión con aquellos arts.60 Rioja, 38 Aragón, 41.f Castilla y León, etc. Ello significa que, en esta categoría de suelo, el instrumento de planeamiento de desarrollo, tiene una amplia libertad de configuración de la ordenación detallada del respectivo sector que él mismo delimite, pues sólo habrá de ceñirse a los criterios contenidos genéricamente en el planeamiento superior.”

NAVARRA.

En la Ley de Navarra merece particular mención el hecho de que el Plan Municipal de Municipios de población inferior a diez mil habitantes de derecho no podrá incluir dentro de la clasificación de suelo urbanizable la categoría de suelo no programado. Esta prohibición no será de aplicación, no obstante, en los municipios que formen parte de la conurbación de Pamplona, incluidos en el ámbito que reglamentariamente se determine por Orden Foral (art.8.3)

COMUNIDAD VALENCIANA

El suelo urbanizable de transformación meramente potencial, es el suelo urbanizable aún no programado, para el que todavía no se ha aprobado el Programa para el desarrollo de Actuación Integrada. El régimen de derechos y obligaciones para los propietarios en esta clase de suelo se corresponde con conjunto de derechos previsto por la legislación estatal en sus artículos 16.2 y 27.1. y art.10. No confiere un derecho a la inmediata transformación urbanística del suelo, ni un contenido definitivo respecto al resultado de su potencial transformación urbanística.

CASTILLA LA MANCHA

En el suelo urbanizable, en tanto no se haya aprobado el correspondiente Programa de Actuación Urbanizadora, será de aplicación el régimen propio del suelo rústico de reserva. Esta clasificación del suelo supone una excepción con respecto al desarrollo urbanístico de diferentes comunidades autónomas, al autorizar: (art.67)

· Las obras correspondientes a infraestructuras y sistemas generales

· Las obras provisionales respecto de las que se haya asumido, sin derecho a indemnización en caso de demolición.

LA RIOJA

En el suelo urbanizable no delimitado, en tanto no se haya aprobado la correspondiente ordenación detallada que permita la urbanización, se aplicará el régimen establecido para el suelo no urbanizable. (art.24.1 párrafo 2).

Los propietarios de suelo urbanizable no delimitado, tendrán, además de las prescripciones establecidas para suelo urbanizable delimitado, el deber de costear y, en su caso, las obras necesarias para la ampliación o refuerzo de dichos sistemas, de conformidad con los requisitos y condiciones que establezca el Plan General. (art.24.3)

“A través de la figura del convenio urbanístico (art.149.6), se crea un sistema puente entre el planeamiento general y el de desarrollo. Así el citado artículo indica que”:

“Cuando el convenio tenga por objeto el desarrollo de suelo urbanizable no delimitado en el planeamiento general, deberán indicarse las obras que hayan de realizar a su costa los particulares para asegurar la conexión con los sistemas generales exteriores a la actuación, así como las garantías para el cumplimiento de los compromisos asumidos por las partes”. (art.149.6) 
 

ARAGON

El Decreto de Aragón 52/2002 (art.25), establece una definición residual de suelo urbanizable no delimitado al definirlo como los terrenos situados dentro de su ámbito geográfico de aplicación que no hayan sido objeto de inclusión en ninguna de las clases y categorías de suelo establecidas.

“El modelo de La Rioja ha sido seguido por Aragón, pero su Ley (art.51.2 en relación con 82 y siguientes) ha querido enmarcar formalmente la articulación de ese convenio en la más amplia regulación del derecho de consulta del art.16.2 LrS98, de tal modo que el interesado puede efectivamente ejercerlo presentando una “Memoria” sobre “la actuación pretendida” y esperar la contestación “criterios” de las Administraciones urbanísticas, los cuales, para ser vinculantes, habrán de incluirse, precisamente, en aquel convenio-puente”.

Castilla y León.

Los propietarios , en suelo urbanizable no delimitado, tendrán la obligación de cumplir los deberes y limitaciones establecidas para propietarios de suelo rústico. La aprobación del instrumento de planeamiento urbanístico que establezca la ordenación detallada del sector implicará, para los propietarios del citado suelo, la obligación de someterse al régimen derechos y deberes correspondientes a propietarios de suelo urbano no consolidado. (art.20.3)

Para esta categoría de suelo se arbitra un mecanismo que, a la vez, hace de puente entre la genérica ordenación del planeamiento superior y la concreta del Plan Parcial. Dicho mecanismo se regula en el artículo 148.

CANARIAS

En la Ley canaria, para habilitar la urbanización del suelo urbanizable no sectorizado, se requerirá de la previa comprobación de su adecuación a intereses supramunicipales, al igual que el resto de las legislaciones autonómicas. Pero además se exige la aprobación de ésta por las Administraciones públicas implicadas, así como del cumplimiento de una serie de trámites recogidos en éste mismo precepto. (art. 69.1)
 

Por otro lado, se indica en el artículo 69.2 que los propietarios de suelos urbanizables no sectorizados tendrán derecho a consulta no vinculante.

Además, dentro del Suelo urbanizable no sectorizado, la Ley Canaria establece las siguientes categorías:

- Suelo urbanizable turístico, aquel para el que el planeamiento disponga ese uso

- Suelo urbanizable estratégico, el reservado por el planeamiento para la localización o el ejercicio de actividades industriales o del sector terciario relevantes para el desarrollo económico o social insular o autonómico

- Suelo urbanizable diferido, integrado por el restante suelo urbanizable no sectorizado.  Éste suelo no tiene habilitada por sí sola su transformación mediante la urbanización, cuya legitimación requerirá ser acreditada por nueva apreciación de la sostenibilidad del desarrollo urbanístico municipal. La reclasificación de este suelo a urbanizable sectorizado para uso principal residencial, industrial o terciario no estratégicos deberá producirse mediante modificación del planeamiento general y la tramitación simultánea de un plan parcial. (art.53.3 y 69.3)

REGIÓN DE MURCIA

En la Ley de Murcia, en el suelo urbanizable sin sectorizar, para promover la transformación urbanística de determinados terrenos, se tendrá derecho a recabar del Ayuntamiento, con carácter previo a la presentación del instrumento de desarrollo, cédula de urbanización sobre su adecuación al planeamiento urbanístico y a otros instrumentos de ordenación territorial o sectorial, que tendrá vigencia de 2 años. (art.78.3)

El suelo urbanizable sin sectorizar necesita para su desarrollo de su correspondiente planeamiento. Sin embargo, La Ley de Murcia como excepción con respecto a otras legislaciones, permite realizar obras o instalaciones de carácter provisional prevista en la Ley mientras no haya planeamiento. La implantación de sistemas generales podrán ejecutarse mediante  planes especiales. Determinadas construcciones e instalaciones podrán ser ejecutadas mediante licencia municipal, mientras actuaciones específicas de interés público podrán ejecutarse por previa autorización del órgano autonómico competente. (art.83)

Las construcciones  e instalaciones deberán adecuarse a los requerimientos funcionales y las características exigidas por la legislación sectorial correspondiente o planeamiento. (art. 85. 1 y 2)

Se establecen unos condicionantes específicos para los usos permitidos como es el caso de vivienda unifamiliar ligada a determinadas actividades (art. 84. a b c), los propietarios tendrán los siguientes deberes: (art.84 d)

· Cesión de terrenos para ensanchamiento y mejora viaria y adecuado tratamiento de los espacios cedidos, conforme a las previsiones del Plan General

· Costear la implantación de servicios requeridos para la edificación con arreglo a las previsiones del Plan General.

· Realizar la aportación económica precisa para financiar la obtención de suelo destinado a dotaciones a razón de 25 m2 por cada 100 m2 de edificación permitida.

CANTABRIA

Los terrenos que no estén incluidos por el Plan en la categoría de suelo urbanizable delimitado, tendrán la consideración de suelo urbanizable residual y su régimen será el propio de suelo rústico (art.104.2).

Para la ejecución del planeamiento de desarrollo y consolidar el derecho a edificar, los propietarios de suelo urbanizable residual tendrán el deber de cumplir los deberes recogidos para el propietario de suelo no consolidado (ya indicados) y además del “deber de costear, ejecutar la urbanización incluyendo las infraestructuras de conexión con los sistemas generales exteriores a la actuación...” recogidos en el artículo 106 de esta Ley (éste deber es trascripción del art. 18.3 de la LrS98).

COMUNIDAD DE MADRID

El suelo urbanizable no sectorizado, suelo residual, es aquél suelo que no es clasificado ni como urbano ni como no urbanizable de protección, y que el planeamiento general no prevea expresamente que deba vaya a ser objeto de desarrollo. (art.15.2 )

El contenido de los derechos y deberes de la propiedad en el suelo urbanizable no sectorizado comprende, además de los generales y de los atribuidos en suelo no urbanizable de protección, los siguientes: (art.22.1).

Derechos

· promover la sectorización de sus terrenos y, para ello, el Plan de sectorización, cuya aprobación supondrá la adscripción de los mismos al régimen urbanístico del suelo urbanizable sectorizado.

· Solicitar y, en su caso, ejecutar en sus terrenos las obras, construcciones y edificaciones e implantar los usos y las actividades autorizables en esta categoría de suelo conforme a esta Ley.

· En todo caso, consultar previamente al ejercicio de los anteriores derechos, a las Administraciones competentes, sobre la viabilidad de la sectorización y legislación sectorial aplicable, así como respecto de las obras de conexión con las redes exteriores a la actuación. El pronunciamiento administrativo será vinculante.

Deberes

· Los establecidos para el suelo no urbanizable de protección, mientras no se apruebe ninguna de las circunstancias previstas en el punto uno y dos de la lista de derechos.

· El de solicitar y obtener la aprobación o autorización que corresponda para la realización de las actuaciones a que se refiere los puntos uno y dos de la lista de derechos.

· El pago del canon municipal que proceda por la realización de actos legitimados por proyecto de actuación especial.

· En el caso de que se apruebe el Plan de Sectorización, los propios del suelo urbanizable sectorizado y los asumidos en la propuesta de compromisos, así como, en todo caso, los de ejecutar y ceder a las Administraciones públicas que corresponda las obras exteriores al sector necesarias para la debida conexión de éste con las redes supramunicipales de infraestructuras, equipamientos y servicios públicos municipales, desde la aprobación del correspondiente Plan de Sectorización (art.22.2).

La Ley también establece una regulación para actuaciones en suelo urbanizable no sectorizado que requieren o no un cambio en la categoría de suelo:

· si se requiere un cambio en la categoría de suelo, se establece  que éste desarrollará por el correspondiente Plan de Sectorización que deberá de adecuarse a los criterios sobre delimitación de sectores y su inserción en el modelo territorial se establezcan, o los fijados por el planeamiento territorial y urbanístico de aplicación. Además, mediante una previa calificación urbanística, se permitirá la realización de una serie de construcciones, edificaciones e instalaciones (art.24 y 26).

· si no se requiere un cambio en la categoría de suelo, se establece una serie de actos que podrán ser realizados (art.25).

Mientras no se produzca el cambio de categoría a que se refiere el artículo 24 y 26, en el suelo urbanizable no sectorizado será de aplicación el régimen del suelo no urbanizable de protección en todo lo no previsto para el régimen urbanístico de suelo urbanizable (art.23.2).

También se regula una serie de actuaciones en suelo urbanizable no sectorizado que requieren de un proyecto de actuación especial, cuando justificadamente no sea factible su realización en suelo urbano o urbanizable sectorizado, y siempre que el planeamiento territorial y urbanístico no lo prohíba. (art.27)

EXTREMADURA

De forma similar a la regulación castellano manchega, mientras el suelo urbanizable no cuente con Programa de Ejecución aprobado, rige para el suelo el régimen propio del suelo no urbanizable común. (art.10.1)

Requiere de la aprobación del Programa de Ejecución que delimite el ámbito específico de la actuación urbanizadora y establezca las condiciones para su realización. Ello legitimará para la transformación del suelo. (art.10.2)

Mientras no tenga lugar la aprobación del correspondiente Programa de Ejecución, los particulares, sean o no propietarios, podrán formular al Municipio consulta sobre la viabilidad de la transformación urbanizadora que pretendan en suelo clasificado como urbanizable (art.10.3). Y tendrán derecho a “la realización de los actos precisos para la utilización y explotación agrícola, ganadera, forestal, cinegética o análoga, conforme a su naturaleza...no supondrán ni tendrán como consecuencia la transformación del destino del suelo, y permitirá la preservación...”. (art.13.2 a)

PRINCIPADO DE ASTURIAS.

Los derechos de suelo urbanizable, son trascripción del art.15.1 de LrS98. Ésta Ley distingue el suelo urbanizable en suelo urbanizable antes de la aprobación del planeamiento de desarrollo y suelo urbanizable en transformación el último ya visto) (art.33.1):

En el suelo urbanizable antes de la aprobación del planeamiento de desarrollo (Plan Parcial), se distingue entre suelo urbanizable prioritario y no prioritario a efectos de la autorización de determinados usos y obras excepcionales (art.33.2 y 3).

En el suelo urbanizable prioritario, está autorizado, de forma excepcional, usos y obras provisionales que no estén expresamente prohibidos por la legislación urbanística o sectorial ni por el planeamiento general.

En el suelo urbanizable no prioritario podrán autorizarse, los usos previstos para el suelo no urbanizable. En particular, la construcción de edificación aislada destinada a viviendas unifamiliares en lugares en los que no exista posibilidad de formación de un núcleo de población. (art.33.3).

CATALUÑA

El régimen de uso del suelo urbanizable no delimitado se ajusta al régimen de utilización, disfrute y disposición establecido para el suelo no urbanizable (art.52.1).

Los propietarios de suelo urbanizable no delimitado tendrán derecho a promover su transformación mediante la aprobación definitiva de un plan parcial de delimitación y que se acredite que la actuación sea coherente con las determinaciones del plan de ordenación urbanística (art.33.4).

6.- 
RÉGIMEN JURÍDICO DEL SUELO NO URBANIZABLE 

Hasta la entrada en vigor de la LrS98, el suelo no urbanizable era una clase de suelo residual y, por tanto, la mayor parte del territorio nacional, y de todos y cada uno de sus términos municipales (salvo excepciones). A partir de dicha Ley, el carácter residual pasa a ostentarlo el suelo urbanizable.
 Es decir, todo el suelo que no sea clasificado como urbano o no urbanizable tendrá automáticamente la consideración de Suelo urbanizable.
 Ello conlleva una limitación importante a la hora de establecer lo que se considera suelo de esta clase.

Esta variante supone un cambio de régimen en suelo no urbanizable, establecido en el artículo 20 de la Ley 6/1998, de 13 de abril, “y que está destinado a producir conflictos permanentes con las regulaciones autonómicas en vigor. El problema a dilucidar está en determinar cuál será el régimen prioritario a tener en cuenta en caso de contradicción, pues no debe olvidarse que los artículos 9, 11 y 20 de la LrS98, en los que se alude expresamente al suelo no urbanizable, tienen el carácter de legislación básica, y por tanto, han de ser respetados por las nuevas legislaciones autonómicas aprobadas a partir de su entrada en vigor, debiendo ser objeto de adaptación aquellas cuya regulación pueda estar en contradicción con sus determinaciones.”

6.1.-  
LEGISLACIÓN ESTATAL

La LrS98 introduce un cambio sustancial en la consideración del suelo no urbanizable, al privarle del tradicional carácter residual que este suelo había tenido en la Ley del Suelo de 1956 y en los Textos Refundidos de 1976 y 1992, y exigir una clasificación expresa por parte de los ayuntamientos, estableciendo, en términos imperativos, en su artículo 9, que:

· Tendrán la condición de suelo no urbanizable, a los efectos de esta Ley, los terrenos por estar incluidos en un “...régimen especial de protección incompatible con su transformación de acuerdo con los planes de ordenación territorial o la legislación sectorial, en razón de sus valores paisajísticos, históricos, arqueológicos, científicos, ambientales o culturales, de riesgos naturales acreditados en el planeamiento sectorial, o en función de su sujeción a limitaciones o servidumbres para la protección del dominio público.”  Es el caso de suelos con valores objetivos que lo hagan merecedor de una especial protección, o con circunstancias específicas que desaconsejen su urbanización.

· Tendrán la consideración de suelo urbanizable, aquellos “que el planeamiento general considere necesario preservar por los valores a que se ha hecho referencia en el punto anterior, por su valor agrícola, forestal, ganadero o por sus riquezas naturales”.

Más en concreto, el suelo no urbanizable puede ser clasificado por dos conjuntos de razones:

· Para proteger especialmente determinados valores del mismo (es el suelo no urbanizable de especial protección), por razones impuestas al planificador por leyes, planes u otras normas. (art.9.1)

· Para proteger determinados valores por razones no impuestas al planificador, siendo el propio planeamiento general el que considera necesario preservar los valores existentes. (art.9.2)

6.1.1.- DERECHOS

“Los propietarios de suelo no urbanizable tienen derecho a usar, disfrutar y disponer de su propiedad de conformidad con la naturaleza de los terrenos (art.20.1). De tal manera que implícitamente se establece que no tienen derecho, en general, a realizar ningún tipo de construcción en concreto, ya que la LrS98 sólo establece la posibilidad de la autorización excepcional, para determinadas construcciones o actuaciones, ya que a través del procedimiento previsto en la legislación urbanística, podrán autorizarse actuaciones específicas de interés público”.

“Y ello, previa justificación de que no concurre ninguna de las circunstancias de sometimiento a algún régimen especial de protección incompatible con su transformación, de riesgos naturales, o de su sujeción a limitaciones o servidumbres para la protección del dominio público (art.9.1 LrS98).” 

La mayoría de las Comunidades Autónomas poseen sus propias leyes urbanística, donde han regulado el suelo no urbanizable, de tal manera, que tanto si esta leyes fueron elaboradas con anterioridad a la LrS98, como con posterioridad a esta, deberán de adecuarse a lo regulado en la presente Ley estatal. Consecuentemente, se elimina el llamado en las leyes urbanísticas del 92, suelo no urbanizable común, que pasa a incluirse en la concepción de suelo urbanizable de la LrS98. 

6.1.2.- DEBERES

Los propietarios de suelo no urbanizable tienen el deber de destinar su propiedad a fines agrícolas, forestales, ganaderos, cinegéticos u otros vinculados a la utilización racional de los recursos naturales, y dentro de los límites que, en su caso, establezcan las Leyes o el planeamiento.

Quedan prohibidas las parcelaciones urbanísticas, así como las divisiones, segregaciones o fraccionamientos contrarios a la legislación aplicable. (art.20.2 LrS98)

6.2.-
DESARROLLO AUTONÓMICO DEL SUELO NO URBANIZABLE
Parece claro que este cambio de definición del suelo no urbanizable realizado en la LrS98 ha afectado a todas aquellas leyes autonómicas en la medida en que regularon el suelo no urbanizable (o rústico) común de la LS92, no viéndose afectadas las leyes autonómicas en la medida en que hayan regulado exclusivamente los suelos no  urbanizables de especial protección, precisamente por sus valores protegibles, que hoy siguen siendo objeto de protección.

La Ley Urbanística 5/1999, de 25 de marzo, de la Comunidad Autónoma de Aragón (art.19), La Ley 10/1998, de 2 de julio, de Ordenación del Territorio y Urbanismo de La Rioja (art.12), al igual que la Ley 5/1999, de 8 de abril, de urbanismo de Castilla y León (art.15), siguen fielmente las determinaciones marcadas en la Ley estatal (art. 9 de la Ley 6/1998, de carácter básico). Ésta última trata de aproximar al máximo la regulación legal a la realidad regional, donde denomina a esta clase de suelo como rústico. 

Además, se entiende que las siguientes leyes en sus artículos 47 Castilla-La Mancha,54 Canarias, art.108 Cantabria, 25 Asturias, 11 Extremadura, 65 Murcia, 32 Cataluña leyes citadas, contienen definiciones del suelo no urbanizable perfectamente acordes con la consideración que este suelo tiene en le artículo 9 de la Ley estatal. (LrS98)

La Ley de Madrid también va acorde en su artículo 16, y además indica que en caso de incendio o agresión ambiental, con el consiguiente daño al suelo, la vegetación o fauna, éste suelo quedará sujeto a restitución medio ambiental, y no podrá incluirse éste suelo en ninguna otra clase, dentro de los treinta años siguientes al daño producido. (art.16.3) 

6.2.1.-
CONCEPTO DEL SUELO NO URBANIZABLE

Una serie de legislaciones establecen como una categoría de suelo rústico o no urbanizable, lo que la autoridad competente entienda como de “protección por inadecuación”. Y que las siguientes legislaciones autonómicas en los citados artículos establecen:

Artículos 109 de Cantabria, 11.1 d Extremadura, 47.1 d) Castilla-La Mancha, 54 g) primera parte Canarias, 15 d) Castilla y León, 13.2 Rioja. 

Sin embargo, este supuesto de protección de suelo por inadecuación, que se encontraba en el último inciso del artículo 9.2 en su originaria redacción de la LrS98, fue suprimido por R/D-L 4/00.
 

El análisis del las siguientes leyes urbanísticas autonómicas, viene a colación, por dos motivos. La Ley Navarra y Valenciana debido a que mantienen una definición residual del suelo no urbanizable, no acorde con la LrS98, y las otras, al establecer categorías de suelo no urbanizable  distintas al las restantes leyes autonómicas.

NAVARRA

La Ley de Navarra mantiene una definición del suelo no urbanizable que no tiene el alcance que puede llegar a tener el art.9 de la LrS98. Así mantiene que lo que en principio el planeamiento entiende como de preservación, puede el planeamiento clasificarlo como urbanizable (art.9.2).

Además, incluye dentro de la definición del suelo no urbanizable, aquel que no haya sido incluido en otras clases de suelo (art.9.3). Con respecto a la LrS98, ésta definición ha quedado un tanto anticuada dado que actualmente el suelo no urbanizable no  tiene una definición residual. 

COMUNIDAD VALENCIANA

En la legislación valenciana, el suelo no urbanizable se encuentra definido de forma residual, no hay que olvidar que se trata de una legislación anterior a la Ley 6/98 (arts.1.3, B y 3.1 de Ley del Suelo no Urbanizable de Valencia) (LSNU). 

El artículo 2 LSNU, preserva la funcionalidad del suelo no urbanizable de actos que impliquen la inclusión de terrenos que hayan sufrido los efectos de un incendio forestal, en cualquiera de las restantes clases de suelo (art.2.4 LSNU). Además establece limitaciones a la reclasificación de un suelo urbanizable en urbanizable (2.2 y 2.3 LSNU).

CANARIAS

El Texto Refundido de Canarias, que se refiere a este suelo también con la denominación de rústico, en el ánimo de enfatizar la atribución al mismo de una ordenación positiva en función  de su propia naturaleza y que hoy resulta obligada, además, para su adecuación al artículo 9 de la LrS98. Un dato destacable de la Ley es que distingue trece “categorías” de suelo rústico, que a su vez, se agrupa en cuatro grandes grupos: (art.55)

a) Cuando en los terrenos están presentes valores naturales o culturales precisados de protección ambiental (natural, paisajística, cultural, de entornos, costera).

b) Cuando los terrenos precisan la protección de sus valores económicos, por ser idóneos, al menos potencialmente, para aprovechamientos agrarios, pecuarios, forestales, hidrológicos o extractivos y para el establecimiento de infraestructuras 

c) Cuando en los terrenos existan formas tradicionales de poblamiento rural y siempre de acuerdo con los criterios de reconocimiento y delimitación para cada comarca establezca el planeamiento insular(de asentamiento rural y de asentamiento agrícola)

d) Suelo rústico de protección territorial.

PRINCIPADO DE ASTURIAS.

La ley de Asturias establece una categoría de suelo no urbanizable, ésta es la de ocupación residencial, los núcleos rurales integrados por los terrenos que constituyan asentamientos consolidados de población de carácter rural y tradicional. También, esta categoría de suelo incluirá los asentamientos de población que pese a contar con servicios de acceso rodado, abastecimiento de agua, saneamiento y suministro de energía eléctrica, no estén integrados en una malla urbana (art.26)

GALICIA

Caso especial es el de Galicia, que en su Ley 1/1997, del suelo de Galicia, establece unas áreas de Suelo Rústico de posible desarrollo urbanístico que, de hecho, son equivalentes al Suelo urbanizable genérico de la LrS98 (art.63). Además, la Ley Gallega señala, en su artículo 68, que:

1. Constituirán el suelo rústico los terrenos que el planeamiento general no incluya en ninguna de las clases de suelo anteriores; en particular, los espacios o elementos existentes que dicho planeamiento determine para otorgarles una especial protección, por sus valores ecológicos. Medioambientales, paisajísticos, históricos, etnográficos y culturales, o con potencialidad productiva.

2. En el suelo rústico el planeamiento general deberá distinguir dos categorías: rústico común y rústico de especial protección.

3. También constituirán el suelo rústico aquellas áreas delimitadas por el plan general, de acuerdo con lo previsto en los artículos 14.d) y 21.1 de la presente Ley, en tanto no sean incorporadas al proceso de desarrollo urbanístico mediante la aprobación del correspondiente plan parcial”.

Fernández Ferreras entiende que le denominado “suelo rústico común”” de la Ley gallega no tiene encaje tras la LrS98, por cuanto el planeamiento urbanístico sólo puede establecerlo por los motivos señalados en el artículo 9 de la LrS98, y, en todo caso, parece claro que el apartado 3 del artículo 68, está en abierta contradicción con la  filosofía y el espíritu de la LrS98.
 Además en el 68.1 se le da al suelo urbanizable un sentido de clase de suelo residual no acorde tampoco a la tendencia de la LrS98. 

6.2.2.- 
Tratamiento de los derechos y deberes Básicos en las legislaciones autonómicas 

Derechos: La Ley estatal establece dos derechos básicos, el primero de ellos también considerado deber, que contemplan las distintas legislaciones autonómicas:

A)  El contenido mínimo de la propiedad en suelo rústico

“...derecho (para algunas leyes también un deber) a usar, disfrutar y disponer de su propiedad de conformidad con la naturaleza de los terrenos...agrícolas, forestales, ganaderos, cinegéticos u otros vinculados a la utilización material racional de recursos naturales...” (art.20.1 LrS98)

Con carácter general, la legislación autonómica, siguiendo el artículo 20 de la LrS98, define el contenido normal del derecho de propiedad como aquel que responde a la propia naturaleza del suelo. Recogido en artículos:

62.1 a) de la Ley de ordenación del territorio de Canarias, 50.1.2a) de la Ley 2/1998 de Castilla-La Mancha, artículo 21.1 de la Ley 5/1999 de Aragón, artículo 77.1 de la Ley 1/1997 de Galicia, artículo 15 Rioja, 23.1 Castilla y León, 74 Murcia, 13.2 a Extremadura, 110 Cantabria, 28.1 a) Madrid, 5 y 6 de la Ley del Suelo no Urbanizable (Valencia), 47.1 Cataluña.

B) El derecho a la transformación del uso del suelo rústico, con carácter excepcional y siempre que no estén incluidos o concurran las características del artículo 20.1 LrS98.

“...podrán autorizarse actuaciones específicas de interés público...” (art.20 LrS98)

En el desarrollo autonómico, se produce una novedad en la legislación canaria con respecto a la técnica de intervención prevista a estos efectos: tradicionalmente se había realizado a través de un acto administrativo, concretamente un “autorización”, en ley canaria se transforma en una intervención “ordenadora”, es decir aquí se realiza a través de sendos de ordenación territorial; la calificación Territorial o el Proyecto de Actuación Territorial. Así pues, la Ley Canaria no permite que el planeamiento urbanístico general o parcial pueda legitimar directamente la transformación del suelo rústico.

El derecho de transformación del suelo rústico se encuentra en los artículos:

77.2 y 3 de Galicia, 16, 18.2, 19 Rioja, 23.2 Castilla y León, 22, 23 y 24 Aragón, 66.1 Canarias, 54 Castilla La Mancha, 29.2 y ss de Navarra, 76 y 77 Murcia, 13.2 b, 18 Extremadura, 112.3 y 113 Cantabria, 28.1 b), 29 Madrid,  2º de la letra A del artículo 5 de la Ley del Suelo no Urbanizable (Valencia), 47.4 y 6 Cataluña.

La Ley de Asturias, solamente se indica que la utilización del suelo se regirá por la legislación urbanística aplicable y por las normas y Planes Especiales, ambientales y sectoriales que se dicten (art.35).

Deberes: La prohibición de realizar parcelaciones urbanísticas, así como segregaciones o fraccionamientos contrarios a la ley, recogido en el artículo 20.2 de la LrS98, se encuentra en las siguientes artículos de las legislaciones urbanísticas autonómicas indicadas:

Artículos 111.1 Cantabria, 18.4 de Extremadura establece una posibilidad para poder realizar al margen de autorización, lo que es prohibido en ámbito estatal, 89 Murcia, 136.3 Asturias, 54.1 B) a) y 89.2 Castilla-La Mancha, 80.3 de Canarias, 179.1 Aragón, 24.2 Castilla y León, 18.1 Rioja, 77.7 y 174.1  de Galicia, 143 y 144 Madrid, 83.2 Valencia y Disposición Adicional Tercera de la Ley del Suelo no Urbanizable (Valencia), 47.2 Cataluña.

7.-
CONCLUSIÓN

El panorama urbanístico está presidido por un común denominador, el respeto por los mínimos establecidos en la Ley 6/1998, sobre régimen del suelo y valoraciones, en cuanto que establece los requisitos básicos para la clasificación del suelo urbano, no urbanizable y urbanizable así como sus correspondientes categorías, determinadas en cuanto que marcan distintos contenidos jurídicos según la clase y categoría de suelo del que se sea propietario. A partir de lo regulado en la presente Ley, las distintas Comunidades Autónomas realizan su labor de desarrollo urbanístico. Mientras unas se limitan a desarrollar lo establecido en la LrS98, otras son mas innovadoras, apreciándose como consecuencia, pequeñas variaciones en cuanto al desarrollo legislativo urbanístico de cada unidad autonómica así como similitudes, en cuanto a la determinación de una categoría u otra de suelo, regímenes jurídicos, et.c, siempre que no contrapongan la regulación establecida en el ámbito estatal, que hacen que ésta sea básica en el contenido del derecho de propiedad. Ésta  similitud existente entre la Ley estatal y las de las Comunidades Autónomas es consecuencia de la prudencia de éstas al tener que  establecer normas urbanísticas dentro del marco de compatibilidad con la Ley estatal que viene a lugar.


La hecho de que exista alguna Ley aprobada con anterioridad a la presente Ley estatal citada, y que no ha sido adaptada a las directrices impuestas por la Ley estatal, no la exonera del deber de dotar a la citada Ley de una interpretación acorde con lo establecido a nivel estatal, de lo contrario no se estaría respetando el marco competencial que posee el Estado, marcado por  el establecimiento de las bases del ordenamiento jurídico-urbanístico español. 
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